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A lo mejor nada sea tan importante hoy en la economía 
política del desarrollo como que se reconozca como 

es debido la participación y el liderazgo en el territorio 
político, económico y social de las mujeres. Se trata de un 

aspecto muy importante del “desarrollo como libertad”

Desarrollo y libertad 
Amartya Sen

INTRODUCCIÓN 

Las mujeres constituyen la mitad de la población mundial. Histórica-
mente han estado confinadas al mundo privado, y su aporte al desarro-
llo de la sociedad ha sido invisibilizado a través de la naturalización 
del trabajo de reproducción biológica y social. Desvalorizadas y subor-
dinadas al poder masculino, han vivido discriminadas y desprovistas 
de derechos. Durante el siglo XX, las mujeres se fueron incorporan-
do masivamente al mundo público, insertándose aceleradamente en el 
trabajo productivo y la acción comunitaria y social y, más lentamente, 
en el ámbito político. A pesar de ello, la situación de discriminación y 
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subordinación en que viven persiste y se reproduce, constituyendo un 
freno al desarrollo individual y de la sociedad en su conjunto.

En el presente documento se hace una breve descripción de la 
situación de las mujeres en el mundo, mostrando, a través de algunas 
cifras, la discriminación a la que son sometidas por el hecho de ser mu-
jeres. A continuación, en el entendimiento de que el desarrollo implica 
contextos económicos, sociales, culturales y políticos facilitadores de la 
equidad y la libertad individual y colectiva, se revisan las modalidades 
conceptuales y estratégicas en las que las mujeres fueron incluidas en 
el discurso del desarrollo. 

La participación social y política de las mujeres ha sido y es 
considerada como una estrategia central en la construcción de la equi-
dad de género y la profundización de la democracia. En la parte final 
del trabajo se analizan algunas de las dificultades y límites de la par-
ticipación desarrollada por las mujeres y se plantean algunos de los 
desafíos del presente para avanzar en la construcción y ejercicio de la 
ciudadanía plena.

DISCRIMINACIÓN DE LAS MUJERES EN EL MUNDO. ALGUNAS 
CIFRAS 

De acuerdo con datos de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), las mujeres constituyen el 70% de los 1.300 millones de pobres 
en el mundo. Dos terceras partes de los 876 millones de analfabetos del 
mundo son mujeres, y 130 millones de niñas y mujeres han sufrido mu-
tilación genital. Según Amnistía Internacional (AI), esta cifra se incre-
menta en 2 millones cada año. El Banco Mundial afirma que el 20% de 
las mujeres han sufrido malos tratos físicos o agresiones sexuales. Para 
la OIT, tan sólo un 54% de las mujeres en edad de trabajar lo hace, frente 
al 80% de los hombres; globalmente ganan entre un 30 y un 50% menos 
que los hombres y desempeñan tan sólo el 1% de los cargos directivos. 
La Unión Interparlamentaria Mundial (UIP) informa que, de un total de 
41.845 parlamentarios en el mundo, tan sólo el 14,6% son mujeres.

Según la clasificación del Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD), Uruguay es un país de desarrollo humano alto, 
ocupando el lugar 40 entre 144 países, por arriba de muchas otras nacio-
nes de la región, de África y de Asia. La esperanza de vida es elevada para 
hombres y mujeres (71,3 y 78,6 años, respectivamente) y estas tienen 
mayores niveles educativos que los hombres, que se expresan en mayor 
alfabetización, mayor matrícula en educación primaria, secundaria y 
terciaria. Sin embargo, las mujeres perciben, aproximadamente, sólo la 
mitad de ingresos que los hombres. Las mujeres ocupan el 11,5% de 
los escaños parlamentarios (por debajo de los promedios en América 
Latina); no hay ninguna mujer que ocupe cargos de rango ministerial en 



Clara Fassler

379

el Poder Ejecutivo ni en el Judicial. Tampoco hay mujeres ocupando el 
cargo de intendente en ninguno de los departamentos del país.

Estos pocos datos dan cuenta de las condiciones en que viven 
millones de mujeres en el mundo: pobreza para ellas y sus hijos; in-
seguridad física incluso en sus propios hogares (contexto en el que se 
manifiesta más frecuentemente la violencia contra las mujeres); mar-
ginación de la posibilidad de satisfacer necesidades básicas tan impor-
tantes como alimentarse o saber leer y escribir. No sólo carecen de los 
insumos necesarios para satisfacerlas, sino que la sociedad les retacea 
las oportunidades de acceder a mejores condiciones de existencia mar-
ginándolas del mercado de trabajo y de los lugares de decisión.

Sin embargo, estas ciudadanas de segunda categoría producen 
y comercializan entre el 50 y el 80% de los alimentos a nivel mundial, 
llevan adelante el 70% de las pequeñas empresas y aportan un tercio de 
la producción económica mundial a través de labores no remuneradas 
(PNUD, 2003). Estos datos no contabilizan el aporte en vidas humanas 
y el sostén emocional que las mujeres prestan a sus hijos, familias y co-
munidad, dimensiones muy difíciles de cuantificar, pero que significan 
trabajo y desgaste para las mujeres.

En promedio, las mujeres trabajan más horas que los hombres 
en todos los países –cualquiera sea el nivel de desarrollo humano en los 
mismos– y dedican muchas más horas que los varones a las actividades 
fuera de mercado. A pesar de que en casi todos los países los ingresos 
femeninos son mucho menores que los de los hombres (entre un 30 y 
un 70% menores para los países seleccionados), las mujeres aportan un 
porcentaje muy alto de sus ingresos a sus familias. No sucede lo mismo 
con el ingreso masculino (PNUD, 2003).

En los albores del siglo XXI, las mujeres en todo el mundo son más 
pobres que los hombres, tienen menos oportunidades que ellos para sa-
tisfacer sus necesidades básicas, desplegar sus capacidades y ejercer sus 
derechos. Sus aportes a la sociedad en la esfera pública y en los hogares 
son desvalorizados y ellas tienen menos espacios para hacerse escuchar e 
incidir políticamente. Las mujeres no sólo tienen menos, cuentan menos 
social y políticamente en todos los países, sufriendo discriminación eco-
nómica, social, política y cultural por el solo hecho de ser mujeres. 

 
MUJER Y DESARROLLO. UNA ARTICULACIÓN EN PROCESO

Las mujeres, tal como se señaló previamente, viven en condiciones de 
manifiesta inequidad en todos los países, y esta situación se ve aún más 
agravada en los países en desarrollo. Sin embargo, a pesar de la magni-
tud y extensión del problema, este ha permanecido invisible para los go-
biernos, para los organismos internacionales preocupados por el desa-
rrollo y para la sociedad hasta avanzada la segunda mitad del siglo XX.
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No hay una visión única sobre qué es el desarrollo, qué es el 
bienestar y cuáles son los contextos que los favorecen. Para algunas 
corrientes, el énfasis está puesto en los aspectos objetivos y materia-
les que permiten satisfacer necesidades básicas (salud, alimentación, 
vivienda). Otras consideran que deben privilegiarse los aspectos sub-
jetivos y culturales del desarrollo, aunque no niegan sus dimensiones 
objetivas. Entienden al desarrollo como procesos de expansión de la 
libertad, la creatividad, la autonomía tanto individual como colectiva. 
La transformación de los valores sería, simultáneamente, condición y 
meta del desarrollo (Sen, 2003; Burgueño y Rodríguez, 2002).

Suscribimos aquellas posturas que entienden al desarrollo como 
un conjunto de procesos multidimensionales (económicos, sociales, 
culturales y políticos) que tienen por finalidad mejorar la calidad de 
vida de las personas posibilitando el despliegue de sus capacidades. 
Para lograr estos propósitos se requieren contextos no discriminato-
rios que promuevan una alta participación social y el ejercicio pleno 
de la ciudadanía dentro de modalidades democráticas de gobierno. El 
crecimiento económico es, por lo tanto, condición necesaria pero no 
suficiente para generar desarrollo.

Hasta hace pocas décadas, el pensamiento sobre el desarrollo no 
contemplaba las implicaciones diversas que este tiene para hombres y 
mujeres, ni los aportes diferenciales que ellos hacen al desarrollo. Las 
ciencias en general, y las ciencias sociales en particular, tenían por ob-
jeto de estudio un ente abstracto asexuado, llámese hombre, persona o 
ser humano, que no existe en la realidad. A través de estas designacio-
nes generales, las especificidades de género se han invisibilizado y el 
conocimiento así construido ha contribuido a perpetuar la discrimina-
ción de las mujeres. El pensamiento sobre el desarrollo ha sido tributa-
rio, hasta hace muy poco, de esta cosmovisión.

La década del setenta vio emerger con fuerza el movimiento fe-
minista y los movimientos de mujeres. Desde diversos ámbitos surgie-
ron visiones críticas al tipo de desarrollo que se estaba promoviendo e 
implementando, que dejaba por fuera a un número creciente de mu-
jeres. Algunos estudios mostraban cómo la modernización de las eco-
nomías traía consigo el aumento de la brecha de productividad entre 
hombres y mujeres (Boserup, 1970), cómo las políticas educativas y de 
capacitación discriminaban a las mujeres confinándolas a los espacios 
tradicionales (Nelson, 1979) y cómo la falta de una valoración adecuada 
por parte de los proyectos de desarrollo del papel productivo tradicio-
nal de las mujeres contribuía a reforzar su discriminación y aumentar 
su carga de trabajo.

En este contexto, surge una nueva visión oficial sobre mujer y 
desarrollo. A comienzos de los años setenta, la Comisión Femenina de la 
Sociedad para el Desarrollo Internacional acuñó el término MED, Muje-
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res en el Desarrollo. A través de esta denominación se buscaba legitimar 
un campo teórico, un enfoque que tuviera como eje la situación de la 
mujer, y analizar su papel en los procesos de desarrollo. El desafío pro-
puesto era integrar a las mujeres al desarrollo a través de un conjunto 
de medidas en el plano legal, económico y cultural. Durante ese período 
se realizó la Primera Conferencia para el Año Internacional de la Mujer 
(México, 1975), que constituyó un hito de gran significación. En ella, 
mujeres de muy diversos países y extracción teórica, social e institu-
cional debatieron sobre las causas de la discriminación de la mujer y 
delinearon estrategias, más o menos compartidas, para modificar la si-
tuación de inequidad en que se encontraban. Esta conferencia tuvo gran 
impacto mediático y los organismos internacionales recogieron algunas 
de las propuestas allí efectuadas. Naciones Unidas instituyó el Decenio 
para la Mujer (1975-1985). Algunos gobiernos de países en desarrollo 
aceptaron los mandatos de la conferencia y crearon áreas u oficinas de la 
mujer, aunque sus funciones y ubicación en el organigrama de la admi-
nistración pública fueron muy disímiles. Los países desarrollados deri-
varon donaciones a los países en desarrollo a través de sus programas de 
cooperación. Estas transformaciones, especialmente el financiamiento 
proveniente de la cooperación internacional, habilitaron la realización 
de investigaciones sobre la situación de la mujer y la puesta en marcha 
de un conjunto de proyectos en los países cuya finalidad era incluir a las 
mujeres en el desarrollo (Barrig y Wehkamp, 1994).  

A partir de las recomendaciones de la conferencia se pueden dis-
tinguir esquemáticamente tres líneas estratégicas cuyos límites, a la 
hora de diseñar políticas y planes de acción, no aparecen tan claros y 
definidos (Portocarrero, 1990). En primer lugar, estrategias de bienes-
tar, dirigidas fundamentalmente a mujeres pobres, a fin de satisfacer 
sus necesidades básicas con la prestación de diversos servicios, en la 
convicción de que mejorando sus condiciones de existencia se verían 
impulsadas a participar más activamente en los espacios públicos. Por 
otra parte, estrategias de equidad, que privilegiaron la capacitación y 
la educación como vía para incorporar a las mujeres al aparato pro-
ductivo formal y aumentar su representación política. Y, por último, 
estrategias anti-pobreza, orientadas a movilizar y organizar a las muje-
res pobres para generar proyectos productivos e ingresos como camino 
para aumentar su bienestar.

A lo largo de una década, los proyectos y planes impulsados por 
el MED privilegiaron, básicamente, las estrategias de bienestar y anti-
pobreza. Estas generaban menos resistencias en los países e institu-
ciones a la hora de su implementación que las estrategias que tendían 
a la equidad, ya que no cuestionaban ni amenazaban el poder de los 
hombres. Las agencias para el desarrollo las consideraban estrategias 
“más seguras” y “menos perturbadoras”.
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En 1979, los gobiernos de las Naciones Unidas aprobaron la 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discrimina-
ción contra la Mujer (CEDAW), hecho de singular importancia. Teresa 
Valdés (2001) afirma:

A contar de entonces, el ámbito internacional pasó a ser una arena 
de disputa donde se legitiman las luchas nacionales en contra de la 
violencia doméstica, por los derechos reproductivos y la representa-
ción femenina en la toma de decisiones, entre otros.

En diversas conferencias internacionales a lo largo de la década del 
ochenta, se constató la permanencia e incluso el empeoramiento de las 
condiciones de vida de las mujeres, y el aumento de la pobreza, especial-
mente en los países en desarrollo. Esta década es considerada la “década 
perdida” para América Latina, por el retroceso económico y social que 
experimentaron los países de la región como producto de la crisis de la 
deuda externa (Iglesias, 1999). Las sucesivas políticas de ajuste tuvieron 
un gran impacto social, incrementándose la pobreza y el desempleo. Este 
impacto fue mucho mayor para las mujeres, aumentando significativa-
mente la pobreza femenina y la sobrecarga de trabajo, y empeorando las 
condiciones de bienestar (salud, educación, vivienda) (UNICEF, 1987).

La falta de impacto sustantivo sobre la situación de las mujeres 
desencadenó procesos de crítica al MED, tanto desde las organizacio-
nes de mujeres como desde la academia. Reiteradamente se objetó que 
las mujeres eran entendidas desde el MED como entes pasivos, meras 
consumidoras de servicios, olvidando o no reconociendo la importan-
cia de su participación en la economía y su capacidad para contribuir 
como agentes del desarrollo. También se señaló la dificultad de definir 
con claridad quién era el principal sujeto beneficiario de los proyectos. 
No se sabía si eran las mujeres, los niños o la comunidad y la familia. 
Por otra parte, cuando las mujeres se integraban a los procesos pro-
ductivos, lo hacían en actividades que eran pensadas como típicamente 
femeninas (artesanías, lavanderías), de muy baja productividad y que 
las mantenían ghettizadas dentro de un universo femenino. Si bien las 
condiciones del núcleo familiar en situación de crisis o mucha pobreza 
podían mejorar, estos beneficios no eran directamente para las mujeres, 
que debían aumentar en gran medida su jornada de trabajo (sobreex-
plotación) sin modificar su situación de subordinación ni en su familia 
ni en su comunidad.

A estas críticas externas se agregaron aquellas provenientes de 
las propias agencias que impulsaban proyectos de desarrollo para las 
mujeres, dejando en evidencia las condiciones poco favorables en las 
que debían realizar su trabajo: pocos recursos financieros y humanos, 
poco apoyo y resistencias institucionales para llevar a cabo sus tareas, y 
falta de reconocimiento institucional de la importancia de su trabajo.
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En la segunda mitad de los años ochenta se crea oficialmente 
el término Género en el Desarrollo (GED), que expresa un cambio, un 
punto de inflexión muy significativo en la interpretación de la situación 
de discriminación de las mujeres. Este cambio de perspectiva teórica 
significó incluir y legitimar el concepto de género –desarrollado por el 
pensamiento feminista a lo largo de décadas– que pone de relieve el 
carácter social y cultural de las identidades masculinas y femeninas y 
de sus relaciones recíprocas. Desde la visión de género, se entiende la si-
tuación de discriminación de las mujeres en la sociedad como producto 
de un sistema de relaciones de poder asimétrico y rígido que determina 
que las mujeres ocupen siempre un lugar de inferioridad respecto de 
los varones. Este sistema de relaciones se ha ido construyendo históri-
camente y se manifiesta bajo modalidades particulares en las diversas 
épocas y sociedades. Abarca todos los ámbitos de la vida (jurídicos, 
culturales, sociales, políticos, religiosos), hecho que potencia la discri-
minación y acrecienta las dificultades para superarla.

La discriminación contra las mujeres se sustenta en un sistema 
de valores que las considera ontológicamente como seres inferiores. 
Las diferencias biológicas, conductuales y subjetivas que se manifiestan 
entre hombres y mujeres son calificadas socialmente como desigualda-
des, a las que se les adjudica un valor negativo en la medida en que se 
asume, implícitamente, que el patrón de normalidad es el masculino. 
Las mujeres son más débiles, menos racionales, menos afirmativas y un 
largo etcétera, a través del cual no sólo se señalan las diferencias, sino 
que se las connota negativamente. Este sistema de valores es reforzado 
por las prácticas sociales e institucionales que reproducen y perpetúan 
las desigualdades1.

La comprensión de la discriminación de las mujeres desde la 
perspectiva de género implica colocar el énfasis en las relaciones entre 
hombres y mujeres, más que en cada uno de los miembros de la rela-
ción por separado. Hombres y mujeres hacen parte del mismo sistema 
de valores y participan de las mismas prácticas sociales e instituciona-
les, aunque ocupen posiciones distintas y las consecuencias de estas 
modalidades de relación perjudiquen sistemáticamente a las mujeres. 

A diferencia del enfoque del MED –en el que se pretendía modi-
ficar la situación de las mujeres a través de acciones dirigidas exclusi-

1 “Las desigualdades de género se sustentan en un sistema de valores estructurales e his-
tóricos que consideran a las mujeres inferiores a los hombres. Esos valores sostienen la 
desigualdad en los salarios, en el acceso al trabajo, a la educación, a los derechos repro-
ductivos, al derecho de propiedad, de herencia o a otros recursos económicos o de poder. 
Sobre estas desigualdades y desventajas se asientan la violencia, la discriminación y la ex-
clusión y se perpetúan las múltiples formas de pobreza que padecen las mujeres” (Iglesia-
Caruncho et al., 2003).
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vamente a ellas con la finalidad de mejorar sus condiciones de vida e 
incrementar su productividad y sus capacidades–, el enfoque del GED 
asume la imposibilidad de integración de las mujeres al desarrollo si no 
se modifican las relaciones de poder asimétricas entre hombres y muje-
res en todos los ámbitos. Para esto considera necesario replantearse las 
relaciones de género tanto en los espacios públicos como privados. Las 
mujeres deben poder ejercer sus derechos, tener paz y equidad en sus 
hogares e influir y participar activamente en la toma de decisiones de 
todos los asuntos públicos. Si bien el grueso de los proyectos está diri-
gido a las mujeres, estos no son excluyentes. Progresivamente se busca 
articular acciones que tomen en cuenta el impacto y las reacciones de 
los hombres. Es imprescindible la modificación de conductas y valores 
de la sociedad en su conjunto. No alcanzan los esfuerzos hechos sólo 
por y para las mujeres para superar la discriminación.

Otro aporte destacable del enfoque de GED es el reconocimiento 
del carácter singular de la discriminación a la mujer en cada contexto y 
la pluralidad de intereses de estas de acuerdo a la clase, etnia y cultura. 
Más aún, el enfoque de GED hace hincapié en la necesidad de respetar 
la diversidad de identidades de las mujeres para articularlas en una 
propuesta política (Meynen y Vargas, 1994).

De acuerdo a esta concepción, los proyectos de desarrollo deben 
elaborarse y aplicarse atendiendo a las singularidades de cada situa-
ción. No es posible aplicar proyectos de desarrollo semejantes para mu-
jeres que viven en contextos diferentes o que tienen intereses disímiles, 
lo que implica afinar las herramientas de diagnóstico y elaborar estra-
tegias adecuadas para cada situación.

El cambio de perspectiva teórica ha implicado la necesidad de 
reformular los objetivos y estrategias de los proyectos de desarrollo. Han 
aparecido nuevas interrogantes en relación con cuáles son los resortes 
más eficaces para transformar la subordinación y discriminación feme-
ninas en la sociedad y cuáles son las acciones más efectivas para lograr-
lo. No son preguntas de fácil respuesta ni estas son compartidas por 
unanimidad. Sin embargo, hay ciertos consensos en inscribir las trans-
formaciones de las relaciones de género en el contexto de la lucha por el 
respeto de los derechos humanos y la construcción de ciudadanía.

Estas definiciones significan buscar conscientemente el mayor 
protagonismo de las mujeres a nivel social y político y legitimar su lu-
gar de actor en la sociedad. Para ello, las mujeres deben ser capaces de 
expresar sus necesidades y defender sus intereses en el mundo público 
y privado, y ampliar sus ámbitos tradicionales de acción. Los proyectos 
de desarrollo deben contribuir y estimular a la autonomía de las muje-
res, promoviendo el desarrollo de capacidades que les permitan ejercer 
sus derechos como ciudadanas. Con esa finalidad, se han concentrado 
esfuerzos en fortalecerlas como personas y como colectivo. Se pretende 
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promover el empoderamiento de las mujeres, “proceso mediante el cual 
las personas adquieren un creciente poder y control sobre sus vidas. El 
empoderamiento involucra procesos de toma de conciencia y de auto-
nomía, la participación social y el ejercicio de derechos y ciudadanía” 
(Arteaga, 2003).

Modificar la discriminación contra las mujeres implica una 
transformación significativa y profunda de la sociedad. Las mujeres 
por sí solas no podrán hacerlo, pero sin su participación activa será 
imposible. 

PARTICIPACIÓN Y CIUDADANÍA 

La ciudadanía puede entenderse como el conjunto de derechos y obli-
gaciones legales que se adquieren por el mero hecho de pertenecer a 
una comunidad política (Valdés, 2001). Originalmente refiere al dere-
cho de las personas a ejercer sus derechos políticos –fundamentalmente 
a través del sufragio– y a la obligación del Estado de garantizar el libre 
ejercicio de los mismos. La ciudadanía, entendida como atributo ina-
lienable y permanente de las personas, es la base del sistema democrá-
tico representativo. 

En el correr del siglo XX el concepto de ciudadanía se ha am-
pliado, incorporándose a su definición el ejercicio de los derechos eco-
nómicos y sociales. La equidad económica y social se ha constituido 
en una dimensión sustantiva de la democracia. Más allá de la ley y de 
su aparente neutralidad –que coloca idealmente en situación de equi-
dad a todos los ciudadanos–, la práctica social pone en evidencia las 
desigualdades que existen entre grupos y personas de la sociedad para 
ser escuchados y acceder a la representación política. A la luz de estas 
constataciones, se ha producido una revisión y reformulación del con-
cepto de ciudadanía2.

La ciudadanía, por lo tanto, no constituye un atributo inmutable 
que se adjudica pasivamente a las personas. Es una condición cam-
biante, en permanente construcción y deconstrucción, que expresa la 
lucha de diversos actores por incluirse en la comunidad política. La 
comunidad política es la que define el conjunto de derechos y obliga-
ciones recíprocos de los miembros incluidos en ella y marca los límites 
a la participación de los no incluidos, manteniéndolos por fuera de las 
decisiones. 

La ciudadanía no sólo refiere a los acuerdos sobre derechos y 
responsabilidades, también determina quiénes son incluidos como pro-

2 Según Jelin (1987), “el concepto de ciudadanía hace referencia a una práctica conflictiva 
vinculada al poder, que refleja las luchas acerca de quiénes podrán decidir qué en el proce-
so de definir cuáles son los problemas comunes y cómo serán abordados”.



Repensar la teoría del desarrollo en un contexto de globalización

386

tagonistas en el debate público. Son estos, los incluidos, quienes fijan la 
agenda (temas y problemas a discutir) e inciden en las definiciones de 
las normas y las leyes que regulan la vida colectiva.

Esta concepción de ciudadanía reconoce las diferencias entre los 
individuos y su diversa inserción social. Esta heterogeneidad condicio-
na y obstaculiza el ejercicio equitativo de los derechos, especialmente 
para los grupos más desfavorecidos de la sociedad.

Por otra parte, esta reconceptualización de la ciudadanía ha per-
mitido redefinir el lugar del ciudadano/a en la sociedad civil y con re-
lación al Estado. Los ciudadanos tienen derecho no sólo a demandar 
al Estado garantías para el ejercicio de sus derechos. Tienen, además, 
el derecho y la obligación de seguir y controlar el cumplimiento de los 
compromisos contraídos por los gobiernos dentro y fuera de las fron-
teras. Ejercer la ciudadanía implica participar activamente en su cons-
trucción y en la vigilancia del cumplimiento de los acuerdos entre los 
miembros de la sociedad, y entre estos y el Estado. 

Desde fines de los sesenta se produce en América Latina una ex-
pansión creciente de la participación social, que se interrumpe por los 
procesos dictatoriales de la década del setenta y se reanuda y complejiza 
en torno a la reinstauración democrática3. Las transformaciones econó-
micas nacionales e internacionales, basadas en la preeminencia de los 
mercados como impulsores del desarrollo, han requerido de un Esta-
do diferente tanto en su configuración como en su rol en la sociedad. 
Los estados pasaron a ocupar un papel subsidiario en la producción 
de servicios y bienes, transformándose en reguladores y estimuladores 
del mercado, y perdieron en buena medida su papel de garante de los 
derechos ciudadanos. Los partidos políticos, en tanto se han restringido 
el Estado y la cosa pública, tienen un rol menguado como intermedia-
rios entre la sociedad civil y el Estado. La sociedad civil organizada 
ha asumido diversas funciones, convirtiéndose en sujeto activo en la 
construcción y el ejercicio de los derechos políticos y sociales. Hay una 
reprivatización de lo social. 

Estas transformaciones implicaron un desprestigio significativo 
del Estado, la política y los partidos, y una modificación de la práctica 
política. Las organizaciones de la sociedad civil se han multiplicado, 
expresando, por un lado, la fragmentación social, y, por otro, la exis-
tencia de nuevas y viejas identidades que luchan en el espacio público 
por el reconocimiento de sus especificidades y la satisfacción de sus 
demandas. 

3 Diversos autores (Jelin, 1987; Laurnaga, 2003) vinculan este hecho a la crisis de los Es-
tados de Bienestar y a las dificultades crecientes que estos manifestaron para implementar 
políticas sociales que garantizaran el ejercicio de los derechos ciudadanos. La sociedad 
civil debió asumir, aunque parcialmente, el tutelaje de estos derechos. 
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En los últimos veinte años, en América Latina se da una expan-
sión de los regímenes democráticos. Sin embargo, simultáneamente, 
existe un malestar creciente respecto de las limitaciones del sistema 
democrático representativo para dar cuenta de los profundos cambios 
que vienen experimentando las sociedades. La democracia represen-
tativa presenta grandes dificultades para incluir a los nuevos actores 
y sus demandas, y para generar consensos lo suficientemente amplios 
y estables que permitan gobernar. La gobernabilidad de los países es 
problematizada buscando salidas que involucran cambios instituciona-
les profundos y transformaciones en la relación entre sociedad civil y 
Estado (Guzmán, 2003).

En este contexto de profundas transformaciones económicas, polí-
ticas y sociales, permanentemente se hace una invocación desde distintos 
ámbitos políticos y sociales a la participación como alternativa de supe-
ración de los problemas y conflictos de la más diversa índole. Se llama 
a la participación, aludiendo implícitamente a prácticas democráticas y 
democratizadoras en los más diversos ámbitos del accionar social. Por 
una parte, se hace referencia a los movimientos sociales organizados; por 
otra, a la inclusión de personas y/o grupos en actividades puntuales. En 
forma concomitante, términos como “planificación participativa”, “in-
vestigación participativa”, “proyectos de desarrollo participativos” son 
acepciones de circulación cada vez más frecuente en el discurso de los 
organismos internacionales y el discurso oficial de las políticas públicas. 
La participación se ha transformado en una consigna cuyo manto cobija 
diversas experiencias organizativas que tienen propósitos muy disímiles.

Participación es un concepto ambiguo y polisémico que expresa 
la condición de “formar parte de” un accionar que involucra a otras per-
sonas con las que se comparten objetivos comunes. Participar implica 
una relación de solidaridad con otros. La ambigüedad del término ha 
permitido que se construyera un conjunto de mitos en torno a la partici-
pación, que son compartidos acríticamente y que inducen a las personas 
a participar sin mayor reflexión (Fassler, 2003). Cambio y participación 
son fenómenos independientes. La participación puede ser una herra-
mienta de cambio social si este es el objetivo que se propone, pero tam-
bién puede ser un medio útil de manutención del statu quo. Dentro del 
imaginario social es muy frecuente considerar los espacios de participa-
ción como ámbitos horizontales, solidarios y cuyos integrantes deben 
estar al margen de las luchas por el poder. Mantener este mito requiere 
una tarea colectiva de idealización y ocultamiento de los intereses y mo-
tivaciones individuales y de las diferencias ideológicas, lo que muchas 
veces se transforma en obstáculo para la propia participación. En todo 
grupo humano, y como elemento constitutivo de los vínculos, existen re-
laciones de poder. Su distribución y formas de ejercicio pueden ser más 
o menos horizontales, más o menos flexibles, pero son insoslayables. Los 
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espacios de participación son ámbitos en los que se dirimen conflictos 
de poder. Aceptando esta realidad, cobra gran importancia el estableci-
miento de reglas de juego que contribuyan al funcionamiento democrá-
tico y la transparencia4. La ambigüedad e inespecificidad del término 
participación obligan a calificarla en relación con otras dimensiones 
tales como su sentido o dirección, espacios o ámbitos en los que se desa-
rrolla, reglas de juego, posición desde la cual se participa, etcétera. 

Las mujeres han participado desde siempre en tareas colectivas 
en los barrios, en los sindicatos, en la militancia política, como volun-
tarias en los servicios públicos, etc. Habitualmente la participación fe-
menina es una práctica social silenciosa que tiene un escaso reconoci-
miento social y político. Muy ocasionalmente, y en general en relación 
con momentos de crisis (guerras, catástrofes, hambrunas), su presencia 
cobra visibilidad. En Uruguay, en estos dos últimos años –años de pro-
fundización de la crisis económica y social que el país viene padeciendo 
en el último lustro–, la participación de las mujeres se ha incrementado 
significativamente.

Contribuyen a reforzar esta invisibilización las actitudes y con-
ductas de las propias mujeres, quienes respondiendo a los valores, com-
portamientos y condiciones de existencia genéricas imperantes en la 
sociedad actúan preferentemente en espacios próximos al hogar y en 
tareas que se vinculan estrechamente con sus habilidades y roles do-
mésticos. Las mujeres buscan espacios de acción en los que se privile-
gian los vínculos de solidaridad por encima de las relaciones de com-
petencia. Muy frecuentemente su participación está encaminada a me-
jorar las condiciones de vida de otros: su familia, niños con algún tipo 
de carencias, adultos con problemas, etc. Si bien la participación de las 
mujeres implica en muchas ocasiones demandas y exigencias al Estado 
de distinto orden, rara vez definen este accionar como una actividad 
política o a ellas mismas como protagonistas. Más aún, existe una gran 
dificultad de las mujeres para asumirse a sí mismas como líderes5. 

Las mujeres son invisibles como sujetos de derecho y como 
agentes sociales activos para la sociedad. La falta de reconocimiento 

4 Castagnola (1986), refiriéndose al uso indiscriminado del término participación, expresa: 
“el término posee un fuerte valor afectivo y simbólico que lo predispone para un uso ritual, 
una invocación mágica y tranquilizadora, oscureciendo a la vez su contenido conceptual 
que se vuelve difuso, escasamente discriminativo y, en definitiva, ‘disponible’ para la legiti-
mación de prácticas o decisiones autoritarias”.

5 Mariela Mazzotti, presidenta de la Comisión de la Mujer de la Intendencia Municipal de 
Montevideo, manifiesta que “el liderazgo representa para las mujeres una cuestión com-
pleja, por lo que muchas, aunque estén ocupando espacios de decisión y representación (a 
nivel local) no se identifican como tales [...] Es frecuente que las demandas y las necesida-
des de género no sean formuladas por las mujeres como problemas sociales o cuestiones a 
ser abordadas desde las políticas sociales” (Celiberti y Quesada, 2003).
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social y la descalificación son el espejo en que las mujeres se miran, 
reforzando su condición de ser sólo para otros, sin derechos propios 
y sin derecho a tenerlos.

La municipalización y los procesos de descentralización que se 
han llevado a cabo como parte de las reformas del Estado privilegiaron 
el espacio local para la implementación de políticas sociales. Las insti-
tuciones públicas, cada vez más frecuentemente, llaman a las mujeres 
a participar. Son convocadas en su calidad de vecinas, con discursos 
que aluden, a menudo, a la solidaridad y la democracia. Respondiendo 
a estos llamados, las mujeres contribuyen en la implementación de ac-
ciones programáticas y/o en la detección y diagnóstico de problemas a 
nivel local. Más allá de la intencionalidad de quienes promueven esta 
participación, en los hechos estas actividades suelen transformarse en 
un traslado de costos de las instituciones a las mujeres, del Estado a la 
sociedad civil. Contribuyen, sin duda, a aumentar la eficacia y eficiencia 
de los programas, pero escasamente a la democratización de las rela-
ciones entre las instituciones y la sociedad civil. 

La participación de las mujeres a nivel local tampoco ha implicado, 
por sí misma, la incorporación de la perspectiva de género en los progra-
mas ni en las políticas de las instituciones. Esas decisiones (democrati-
zación, incorporación de la perspectiva de género) se toman a otro nivel 
y obedecen a lineamientos políticos e institucionales más generales. Per-
mear las instituciones para que se hagan cargo e implementen efectiva-
mente políticas sociales con perspectiva de género y democraticen su ac-
cionar internamente y en relación a la población implica cambios institu-
cionales profundos que sólo pueden habilitarse si se dispone de una fuerte 
voluntad política y los recursos para hacerlo (Fassler y Vitale, 2003).

Sin embargo, más allá del impacto limitado de la participación de 
las mujeres en el ejercicio de la ciudadanía activa y en la democratización 
de las instituciones, las evaluaciones de diversas experiencias de partici-
pación local señalan que estas promueven la autoestima y son un espacio 
de empoderamiento valorado positivamente por las mujeres. La participa-
ción de las mujeres a nivel local es una experiencia necesaria para avanzar 
en la construcción de una identidad propia, en la medida en que fortalece 
a las mujeres como personas y las legitima como actores sociales.

Para incidir efectivamente en las políticas públicas y participar 
en las decisiones, las mujeres tienen que posicionarse como actores 
sociales y políticos en todos los ámbitos de la sociedad. Los cambios 
propuestos tienen costos muy importantes para las mujeres a nivel per-
sonal, familiar y social6. A estas dificultades propias de las mujeres con-

6 Jeannine Anderson, citada por Meertens (1994), señala: “cualquier proyecto de cambio de 
la condición y posición de la mujer tiene que considerar la tendencia que tenemos todas/os 
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tribuyen de manera significativa la resistencia u oposición franca de los 
hombres a modificar su posición de superioridad tanto en los espacios 
privados como públicos. Testimonios e investigaciones dan cuenta de 
la violencia masculina a la que son sometidas algunas mujeres en sus 
hogares por actuar públicamente7. 

Las resistencias masculinas escapan al ámbito doméstico, filtrán-
dose a todas las dimensiones del espacio público con distintos grados 
de visibilidad. Algunas de las expresiones de esta resistencia son las nor-
mas institucionales discriminatorias, las modalidades excluyentes im-
plícitas de funcionamiento de los partidos políticos, la falta de decisión 
política para incluir la perspectiva de género en las políticas públicas, la 
dificultad para aceptar acciones afirmativas como las cuotas de repre-
sentación en los partidos políticos o en los cargos parlamentarios.

Desde el movimiento de mujeres y desde las organizaciones femi-
nistas, la participación de las mujeres debe inscribirse en la lucha por 
la construcción de ciudadanía y el ejercicio de los derechos humanos. 
La participación social de las mujeres debe estar orientada a lograr su 
inclusión plena en la comunidad política de modo que sus demandas y 
propuestas se incorporen en la agenda pública. Debe, además, apuntar 
a fortalecer a las mujeres como sujetos autónomos con capacidad de 
diálogo con otros actores de la sociedad civil y ayudar a desarrollar 
habilidades para exigir el cumplimiento de los acuerdos del Estado en 
el plano nacional e internacional. En relación con el Estado, la parti-
cipación de las mujeres debe contribuir a establecer de mecanismos 
democráticos de interlocución y exigir la inclusión de la perspectiva de 
género en las políticas públicas a nivel nacional y local. 

A lo largo de las últimas décadas se han abierto algunas vías 
hacia la equidad de género. El trabajo sostenido de las mujeres a nivel 
nacional e internacional ha producido avances en la conciencia social 
respecto de la situación de discriminación de las mujeres y mayor sen-
sibilidad frente a algunos problemas que las aquejan. Hay un amplio 
reconocimiento de la situación de violencia en la que viven las muje-
res, especialmente de la violencia que sufren en sus hogares causada 
por sus parejas. En muchos países de la región se han dictado leyes 
que permiten abordar el problema más o menos integralmente, más 
allá de que su implementación presente dificultades. Existe, también, 
un mayor reconocimiento de los derechos sexuales y reproductivos de 
las mujeres, aunque es una materia que dista de estar zanjada a nivel 

a aferrarnos a un sistema de género con el cual identificamos lo poco o mucho de belleza 
que hay en la vida, por más que al mismo tiempo canalice opresión y discriminación”.

7 En el mismo sentido, en diversos países se observa que “aun cuando las mujeres ganan 
‘ingresos decorosos’ quizás no puedan controlarlos debido a que los hombres se apropian 
de ellos” (Chant, 2003).
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de la sociedad8. Asimismo, las mujeres organizadas están presionando 
por acciones afirmativas que les permitan romper la discriminación 
para ocupar cargos de elección popular y de mayor responsabilidad 
en el Estado. El accionar de las mujeres está permitiendo aumentar 
el conocimiento promover la generación de valores igualitarios, la 
creación de normas y leyes que legitimen los derechos humanos de 
las mujeres y la implementación de políticas sociales que habiliten y 
promuevan la equidad.

La participación de las mujeres es una herramienta muy impor-
tante para el logro de la equidad, que debe perfeccionarse para enfren-
tar los múltiples obstáculos que la realidad plantea. La participación 
social para las mujeres puede ser un camino de desarrollo personal y 
colectivo muy importante, siempre y cuando se respeten y promuevan 
la pluralidad de intereses, la diversidad de identidades y la autonomía, 
fundamentos de una cultura democrática. Mucho camino falta aún por 
recorrer para que hombres y mujeres puedan ejercer sus derechos en 
equidad contribuyendo y potenciando su propio desarrollo y el de la 
sociedad. De esta tarea no hay eximidos, y las propuestas de desarrollo 
deben contemplar cómo contribuir intencionalmente a este cambio. 
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